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El juez constitucional puede inaplicar el precedente jurisprudencial que solicita el accionante, cuando los fundamentos fácticos en que apoya sus pretensiones, no guardan estrecha semejanza con los que en su oportunidad analizó la H. Corte Constitucional. 
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ASUNTO


Procede la Judicatura a resolver la impugnación interpuesta por la señora MARIA DEL SOCORRO GIRALDO GÓMEZ, contra la sentencia proferida el día 27 de mayo de 2.009, por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito, dentro del proceso reseñado en la referencia: 

I. LA DEMANDA 

1. Pretensiones:


Ante la aparente vulneración de los derechos constitucionales al DEBIDO PROCESO, a la IGUALDAD, a la ASOCIACIÓN SINDICAL, y al TRABAJO, pretende la accionante, se ordene a la ESE RITA ARANGO ÁLVAREZ DEL PINO, a reconocer los derechos solicitados en el derecho de petición presentado a esa entidad el 04 de febrero de 2009, proceder a la reliquidación de la pensión de jubilación y la bonificación a que tiene derecho, en los términos de la convención colectiva de trabajo que rige para trabajadores y extrabajadores del I.S.S.

II. IDENTIFICACIÓN DE LAS PARTES

1. Accionante:


Se trata de la señora MARÍA DEL SOCORRO GIRALDO GÓMEZ, mayor de edad, vecina del municipio de Pereira, identificada con cédula de ciudadanía No. 24.762.014 expedida en Marsella.

2. Accionado:


Se trata de la Empresa Social del Estado RITA ARANGO ÁLVAREZ DEL PINO en Liquidación, representada por la doctora Myriam Guerrero Niño, Apoderada General del liquidador FIDUAGRARIA S.A. 
III. DE LOS DERECHOS QUE SE INVOCAN COMO VULNERADOS

Se invoca la tutela de los derechos fundamentales a la igualdad, al debido proceso, a la asociación sindical y al trabajo.

IV. ANTECEDENTES

1. Hechos Jurídicamente Relevantes:

Afirma la accionante que laboró al servicio del Instituto de los Seguros Sociales desde el 02 de agosto de 1989 hasta el 25 de junio de 2005, como profesional asistencial de apoyo III, que desde el 26 de junio de 2003, se vinculó a la ESE RITA ARANGO ÁLVAREZ DEL PINO, hasta el 18 de marzo de 2009, fecha en la que mediante Resolución N° 415 del 17 de marzo de la misma anualidad le fue reconocido el derecho a la pensión de jubilación, con una tasa de reemplazo del 75% del promedio de lo devengado en los últimos 10 años de servicio. 

Expresa que mediante escrito del 04 de febrero de 2009, solicitó ante la entidad accionada el reconocimiento y pago de algunos derechos que aduce tener de acuerdo con lo establecido en la Sentencia T-1166 de 2008, mediante la cual se extienden los beneficios de la Convención Colectiva de Trabajo del ISS, relacionados con la dotación de uniformes y calzado, vacaciones, prima de servicios, prima de vacaciones, intereses a las cesantías desde el año 2003, prima técnica anual, y los aumentos de salario anuales.

La entidad resolvió negativamente la petición de la accionante el 12 de febrero de 2009, con el argumento de que los efectos de la Sentencia de la corte no producía efectos para todas las personas, sino para las personas demandantes, de conformidad con el artículo 36 del Decreto 2591 de 1991. 

Aduce la accionante que la pensión fue reconocida y liquidada con fundamento en la Ley 100 de 1993 y el Decreto 1158 de 1994, sin tener en cuenta las normas contenidas en la Convención Colectiva de los Trabajadores del I.S.S referentes a la pensión de jubilación, desconociendo de esta manera su derecho al debido proceso. 

En apartes de la Sentencia T-1166 de 2008, donde la Corte Constitucional resolvió aspectos fundamentales de acciones de tutela de extrabajadores del Instituto de los Seguros Sociales de la ciudad de Bucaramanga que posteriormente fueron vinculados a la ESE LUIS CARLOS GALÁN SARMIENTO, se desprende que los derechos laborales, derivados de la convención colectiva de los trabajadores del Instituto de los Seguros Sociales, seguirán vigentes aún después haber pasado a la planta de personal de las Empresas Sociales del Estado y de convertirse en empleados públicos.
Finalmente señala que este medio de protección de sus derechos fundamentales es procedente puesto que la entidad accionada, está en proceso de liquidación, próximo a culminar y “resultaría inocuo adelantar un procedimiento ordinario” 

V. CONTESTACIÓN A LA DEMANDA


Avocado el conocimiento, se informó a la entidad accionada, ESE RITA ARANGO ÁLVAREZ DEL PINO, quien allegó escrito en el que expresa que la accionante no puede pretender el reconocimiento de derechos laborales originados en la convención colectiva suscrita en su momento entre el Instituto de los Seguros Sociales y SINTRASEGURIDADSOCIAL, toda vez que la entidad no fue parte del pacto colectivo, además el campo de aplicación es limitado y se circunscribe únicamente a los trabajadores oficiales vinculados al I.S.S, expresa igualmente que el Decreto 1750 de 2003, que fue declarado exequible por la Corte Constitucional, en Sentencia C-314 de abril de 2004, mediante el cual se escindió al I.S.S, cambió la naturaleza jurídica del vínculo de los trabajadores oficiales que pasaron a ser empleados públicos a los cuales no le son aplicables normas convencionales.
 La sustitución patronal no opera para entidades del estado, pues se trata de una figura exclusiva del derecho privado y no puede decirse que la convención colectiva en mención se hace extensiva a la ESE accionada, aduce también que los derechos derivados de un régimen legal, no son derechos adquiridos y “que el cambio de régimen legal afecta las meras expectativas”.

Finalmente se refiere a la aplicación de la circular conjunta 025 de 2004, del Instituto de los Seguros Sociales y el Ministerio de la Protección Social, que expone la forma como debe realizarse el pago único de la convención colectiva dispuesto en la Sentencia 314 de la de  Corte Constitucional.

VI. LA PROVIDENCIA IMPUGNADA 


Mediante providencia del 27 de mayo de 2009 (fls. 169 y s.s.), la funcionaria de primera instancia negó la protección constitucional aduciendo que en este caso no se presentó la vulneración de los derechos constitucionales de la accionante, toda vez que la entidad ha actuado ajustada a derecho, y que el derecho de petición presentado solicitando el reconocimiento de algunos derechos laborales convencionales, fue contestado por la entidad dentro del término otorgado por la ley para tal efecto. 

Expone finalmente, que lo deprecado está relacionado con la obtención de beneficios económicos, petición que debió hacerse ante la justicia ordinaria, situación que denota la improcedencia de este especial medio de protección constitucional.
VII. FUNDAMENTOS DE LA APELACIÓN


Inconforme con lo decidido, la parte actora presentó recurso de apelación contra la decisión de primer grado, en el que de manera insistente manifiesta que es procedente la acción de tutela para reclamar sus derechos pensionales, pues la Corte Constitucional así lo ha dispuesto en varias oportunidades, particularmente en la sentencia T- 1166 de 2008, en la cual se reconocen derechos pensionales  para los extrabajadores del I.S.S, que luego pasaron a ser parte de las ESES, como los que reclama la accionante. A su sentir la ESE RITA ARANGO ÁLVAREZ DEL PINO, ha desconocido sus derechos fundamentales a la igualdad, al debido proceso, a la asociación sindical y al trabajo, por no reconocer su derecho a la pensión de jubilación  en los términos de la convención colectiva para trabajadores del I.S.S y por no tener en cuenta la Sentencia T-1166 de 2008 de la Corte Constitucional.

VIII. CONSIDERACIONES

1. Presupuestos Procesales:

Sirve la revisión del informativo para determinar que los requisitos esenciales para su formación y desarrollo normal, se encuentran reunidos a cabalidad, circunstancia que permite ser decidido con sentencia de mérito. Por otra parte, tampoco se evidencian causales de nulidad que  invaliden lo actuado.

2. Problema jurídico por resolver:

El asunto bajo estudio plantea a la Sala los siguientes problemas jurídicos:
a. ¿Procede la acción de tutela para ordenar el pago de derechos económicos?
b. ¿Es aplicable a la accionante la sentencia de tutela T-1166 de 2008, para obtener el reintegro de derechos laborales relacionados con la prima de vacaciones, de servicios, la técnica, las vacaciones, entre otros?

La acción de tutela tiene como finalidad la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública, consistiendo esa protección en una orden para que aquél respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo.

El eje en que la accionante centra sus pretensiones, no es otro que el reconocimiento y pago de unas acreencias laborales, que según aduce, la entidad accionada dejó de cancelarle, mismas que se encuentran consagradas en la Convención Colectiva suscrita entre el Instituto de Seguros Sociales, al que pertenecía antes de su escisión en la ESE Rita Arango Álvarez del Pino, y el Sindicato Nacional de Trabajadores de la Seguridad Social – SINGRASEGURIDADSOCIAL-.


Los derechos laborales deprecados, son los plasmados en el derecho de petición dirigido a la ESE accionada el 04 de febrero de la presente anualidad (fls. 10 y 11) y que corresponden a la dotación de uniformes y calzado, vacaciones, prima de vacaciones, prima de servicios, intereses a las cesantías, prima técnica y aumentos anuales de salario.

Se ha dicho que la acción de tutela no es procedente cuando con ella se busca el reconocimiento y pago de derechos patrimoniales, salvo que se interponga para evitar un perjuicio irremediable o que se encuentre ante la falta de idoneidad de la acción ordinaria.

En efecto, se tiene que dentro de los fundamentos fácticos de la acción, la demandante omite mencionar la razón por la cual la falta de pago de dichos derechos la pone en una situación de vulnerabilidad tan irremediable como para obviar el trámite de un proceso ordinario laboral o contencioso administrativo; y pese a que manifiesta que a pesar de ser conocedora que debe acudir a uno de dichos procedimientos no lo hace porque la accionada está próxima a culminar con su proceso liquidatorio, esta Corporación rechaza tales argumentos por cuanto es de público conocimiento que la aludida liquidación hasta el momento no ha finiquitado y, además porque desde el momento mismo en que recibió la respuesta a su derecho de petición, esto es el 12 de febrero de 2009 (fl. 12 y s.s.), pudo acudir a esas instancias jurisdiccionales, de lo cual prescindió, tratando de enmendar su error a través de éste trámite constitucional.

Sobre este tema es necesario traer colación el siguiente pronunciamiento jurisprudencial
:

“La jurisprudencia ha sido enfática en señalar que en principio la referida acción no es la adecuada para obtener el reconocimiento de acreencias laborales, cuando no está de por medio un perjuicio irremediable, pues para ello resultan procedentes las respectivas acciones ante la justicia ordinaria o la contencioso administrativa, según el caso, siendo especialmente renuente en admitirla como mecanismo para discutir la cuantía en la que tales acreencias laborales deben ser canceladas”.

Así las cosas, al contar la accionante con otro u otros medios de defensa judicial, que le permitan obtener el reconocimiento de los derechos patrimoniales que invoca, fuerza a concluir que la accionante no cumplió con uno de los requisitos generales de procedibilidad de la acción – uso de otro mecanismo de defensa judicial-, lo que de suyo conlleva a denegar la protección implorada.


Y es que, una de las esenciales particularidades de esta acción, se encuentra en su carácter subsidiario, que no es otra cosa que la imposibilidad de que con esta vía se sustituyan las acciones judiciales establecidas por la ley.


Así lo ha decantado con suficiencia la jurisprudencia de la Corte Constitucional, resultando pertinente referir varios pronunciamientos sobre la materia:

“La tutela no es una figura que entorpece o duplica al sistema judicial consagrado en la Constitución y la ley, sino que está integrada como mecanismo subsidiario a las diferentes jurisdicciones. No se trata, entonces, de una vía expedita para la resolución de un conflicto o para la obtención de un determinado resultado, pues la subsidiariedad comporta el respeto a los medios de defensa judicial de carácter ordinario”
. (Negrillas para destacar).


Así mismo dijo la citada Corporación:

“Ha recalcado en su jurisprudencia esta Corporación que la acción de tutela no puede convertirse en un instrumento adicional o supletorio al cual se pueda acudir cuando se dejaron de ejercer los medios ordinarios de defensa dentro de la oportunidad legal, o cuando se ejercieron en forma extemporánea, o para tratar de obtener un pronunciamiento más rápido sin el agotamiento de las instancias ordinarias de la respectiva jurisdicción. Su naturaleza es la de ser un medio de defensa judicial subsidiario y residual que sólo opera cuando no existe otro instrumento de protección judicial, o cuando a pesar de existir, se invoca como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.


Como se explicó, en el presente caso no nos encontramos frente a circunstancias especiales que permitan la procedencia transitoria de la acción de tutela por la falta de idoneidad de la acción ordinaria o la ocurrencia de un perjuicio irremediable, tornándose como suficiente lo hasta aquí mencionado para denegar la acción de tutela propuesta por la señora María del Socorro Giraldo Gómez, por ser a todas luces improcedente.

En relación al segundo argumento expuesto tanto en el cuerpo de la acción de tutela como en el escrito de impugnación, relacionado con la aplicación de la Sentencia T-1166 de 2008, en la que según la actora se decidió un asunto de similares características al suyo, y en la cual se decidió tutelar los derechos enlistados como vulnerados, debe decirse lo siguiente:

La Corte Constitucional ha establecido que lo decidido por ella en sentencias de revisión de fallos de tutela es vinculante para los jueces, y en el caso en que el caso propuesto a un juez inferior sea igual e idéntico en los supuestos de hecho analizados en la ratio decidendi de una sentencia de revisión de tutela dictada por la Corte Constitucional, éste estará obligado a aplicar la misma solución dada por la Corte Constitucional en virtud del principio de la igualdad material en la aplicación de la ley, la seguridad jurídica y de la confianza de los individuos en la previsibilidad de las decisiones judiciales. 


De acuerdo con lo anterior, debe tratarse de un asunto de similares características para que pueda aplicarse el precedente jurisprudencial fijado por la H. Corte Constitucional, y en el caso de que los supuestos fácticos varíen, puede perfectamente el juez constitucional apartarse de la fuerza vinculante de ese precedente.

En efecto, los hechos expuesto por las accionantes en cada uno de los asuntos acumulados en la sentencia T-1166 de 2008, están apoyados en que la ESE Luís Carlos Galán Sarmiento y FIDUAGRARAIA S.A. sociedad liquidadora de la primera, violan sus derechos fundamentales a la igualdad, al trabajo y al debido proceso, entre otros, al no haberlas incluido dentro del programa de “retén social” de la E.S.E. Luís Carlos Galán Sarmiento, pese a que ellas, al momento de entrar en liquidación la entidad –ordenada ésta mediante decreto 3202 de 24 de agosto de 2007-, se encontraban a menos de tres (3) años de adquirir el derecho de pensión de jubilación; mientras que la accionante de la referencia lo que depreca de la ESE Rita Arango Álvarez del Pino, es la falta de pago de unas prestaciones sociales convencionales. 


De acuerdo con lo anterior, no se existe identidad de hechos entre lo que es materia de estudio en el presente asunto y lo decidido por la H. Corte Constitucional en la Sentencia T-1166 de 2008, es decir, no existe analogía fáctica, por lo que dicha providencia se hace inaplicable para este caso en especifico, motivo adicional para denegar la acción impetrada por la accionante, coincidiendo con lo decidido por la funcionaria de primera instancia.

Basta lo hasta aquí expuesto para confirmar la decisión adoptada en primera instancia.

Corolario de lo anterior, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, en nombre del Pueblo y por autoridad de la Constitución

VII. RESUELVE 

PRIMERO: CONFIRMAR en su integridad la sentencia impugnada.

SEGUNDO: Notifíquese la decisión por el medio más eficaz.

TERCERO: Remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, conforme al artículo 31 del Decreto 2591 de 1991.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE


Los magistrados, 

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

HERNÁN MEJÍA URIBE

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO

Secretaria

� Sentencia T-054/00.





� Sentencia T-504 de 1994. M.P. Dr. ALEJANDRO MARTÍNEZ CABALLERO.


� Sentencia SU-599 de 1999.
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